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La indemnización adicional en despidos improcedentes: ¿queda cerrado el debate jurisprudencial? 
Estudio de la Sentencia del Tribunal Supremo de 16 de julio de 2025

La Sentencia del Pleno de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo n.º 736/2025, de 16 de julio, ha cerrado el 
debate jurisprudencial sobre la posibilidad de conceder una indemnización por despido superior a la tasada 
legalmente en el artículo 56 del Estatuto de los Trabajadores por despido improcedente. La sentencia establece 
que los órganos judiciales no pueden aumentar dicha indemnización aun cuando los daños sufridos por la 
persona trabajadora no se vean suficientemente reparados por aquella.

El presente artículo ofrece un análisis completo sobre la trascendencia de la solución ofrecida por el Tribunal 
Supremo, mediante el examen de la disparidad de criterios existente entre los tribunales superiores de justicia, 
de la sentencia objeto de estudio junto con sus votos particulares, así como de las puertas que la citada senten-
cia deja abiertas y aquellas que cierra de forma definitiva. 
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Additional compensation in unfair dismissal cases: has the Supreme Court put an end to the debate?

The Supreme Court Fourth Chamber’s ruling 736/2025 of 16 July has settled the legal debate on the possibility 
of awarding compensation for dismissal in excess of the amount legally established in article 56 of the Workers’ 
Statute for unfair dismissal. The ruling establishes that the courts cannot increase such compensation even if it 
does not sufficiently remedy the damages suffered by the employee.

This article analyses the Supreme Court’s solution, examining the disparity in criteria between the high courts 
of justice, the ruling under consideration, together with its dissenting opinions. It also considers the doors that 
the ruling leaves open and those it closes definitively.
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1.	 Introducción

Este foro analiza sintéticamente la sentencia del Pleno de la Sala Cuarta del Tribunal Supremo n.º 
736/2025, de 16 de julio (rec. 3993/2024) (la “STS de 16 de julio de 2025”), que cierra el debate 
jurisprudencial existente en relación con la posibilidad de conceder, cuando las circunstancias del 
despido lo justifiquen, una indemnización por despido superior a la tasada legalmente en el artí-
culo 56 del Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto re-
fundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores (“ET”) para el despido declarado improcedente.

Esta cuestión ha sido objeto de pronunciamientos recurrentes, y no siempre coincidentes, entre 
los tribunales superiores de justicia. En los últimos meses, esta disparidad de criterios en la juris-
prudencia de suplicación ha llegado a su fin tras las recientes sentencias del Tribunal Supremo. 
Nos referimos a la sentencia n.º 1350/2024 de 19 de diciembre (rec. 2961/2023) y a la citada 
STS de 16 de julio de 2025, que se han pronunciado de manera tajante al respecto: no es posible 
incrementar judicialmente la indemnización legal por despido aun cuando los daños sufridos por 
la persona trabajadora como consecuencia del despido no se vean adecuadamente compensados 
por ella. 

A lo largo del presente artículo se tratará de ofrecer una visión completa sobre la trascendencia de 
la solución ofrecida por el Tribunal Supremo. Para ello, se comenzará analizando la configuración 
actual de la indemnización por despido, para continuar con un breve estudio sobre la disparidad 
de criterios existente entre los tribunales superiores de justicia sobre la concesión de indemniza-
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ciones adicionales. A continuación, se analizará la STS de 16 de julio de 2025 junto con sus votos 
particulares. Finalmente, se estudiarán las diferentes vías que la citada sentencia deja abiertas y 
aquellas que, por el contrario, descarta definitivamente.

2.	 Contexto y antecedentes: la regulación de la 
indemnización por despido y el debate jurisprudencial 
existente entre los Tribunales Superiores de Justicia

Antes de entrar en el estudio de la STS de 16 de julio de 2025 y sus implicaciones, es conveniente 
partir de un breve análisis de la figura de la indemnización por despido en el ET, así como del con-
texto y los antecedentes jurisprudenciales que llevaron al Tribunal Supremo a pronunciarse hasta 
en dos ocasiones en menos de un año sobre la figura de la indemnización adicional.

2.1.	 La indemnización por despido improcedente en el Estatuto  
de los Trabajadores

El artículo 56 del ET prevé, para los supuestos en que el despido de un trabajador sea declarado 
improcedente, una indemnización equivalente a “treinta y tres días de salario por año de servicio, 
prorrateándose por meses los periodos de tiempo inferiores a un año, hasta un máximo de veinti-
cuatro mensualidades”.

En otras palabras, existe un sistema objetivo para calcular la indemnización por despido cuando 
este se declara improcedente, independiente del efectivo perjuicio causado a la persona trabaja-
dora. La base de cálculo de la indemnización por despido improcedente es idéntica en todas las 
extinciones, de forma que el importe final dependerá únicamente de dos factores: el salario y la 
antigüedad de cada persona trabajadora.

Esta configuración legal tiene varias implicaciones. En primer lugar, no exige que la persona tra-
bajadora despedida tenga que probar el daño sufrido para obtener la indemnización por despido 
improcedente. En otras palabras, una vez declarada la improcedencia del cese, la indemnización 
será la fijada por el ET, eximiendo a la persona trabajadora de acreditar el perjuicio causado. En 
segundo lugar, y en línea con lo anterior, en supuestos en los que las circunstancias del despido 
sean especialmente gravosas o perjudiciales para la persona trabajadora, esta no tendrá derecho 
a una indemnización ajustada al daño real derivado de la extinción.

En resumen, esta configuración legal, si bien “descarga” de prueba a la persona trabajadora para 
percibir la indemnización por despido, puede provocar que, en ciertos supuestos, el daño sufrido 
como consecuencia de la extinción de la relación laboral no sea reparado de forma suficiente por 
la indemnización concedida.
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Es precisamente la existencia de este tipo de supuestos lo que ha provocado que la jurisprudencia 
de suplicación se haya pronunciado de forma dispar sobre la viabilidad de conceder indemniza-
ciones superiores a la tasada legalmente.

2.2.	 La controversia en la jurisprudencia menor con anterioridad a la STS  
de 16 de julio de 2025

Durante los últimos años, diferentes tribunales han admitido la posibilidad de conceder indemni-
zaciones adicionales a trabajadores en función de las circunstancias de su despido. No obstante, 
las sentencias que efectivamente las han concedido no son abundantes y los criterios para ello, así 
como los parámetros para determinar su cuantía, no son uniformes.

El Tribunal Superior de Justicia de Cataluña admitió por primera vez la posibilidad de reconocer 
una indemnización adicional a la de despido en su sentencia n.º 2273/2021, de 23 de abril (rec. 
5233/2020), aunque no la concedió en atención a las circunstancias del caso enjuiciado. Esto 
se debe a que el TSJ de Cataluña condicionaba esta indemnización a que existiera una “clara y 
evidente (…) existencia de una ilegalidad, fraude de ley o abuso de derecho en la decisión empresa-
rial”, situación que no se daba en el caso objeto de enjuiciamiento. En cualquier caso, se trataba 
de un criterio relevante y novedoso, ya que señalaba las primeras pautas para conceder este tipo 
de indemnizaciones. También especificaba el Tribunal en esta innovadora sentencia que la indem-
nización debía compensar la totalidad de los daños y perjuicios causados (lo que incluye el daño 
emergente, lucro cesante y daño moral).

Pocos años después, el TSJ de Cataluña concedió, por primera vez, esta indemnización adicional 
en su sentencia n.º 469/2023, de 30 de enero (rec. 6219/2022). En esta controversia considera 
que la indemnización tasada (inferior a mil euros) era claramente insuficiente para compensar 
el daño. El Tribunal apreció abusividad en la decisión extintiva, ya que la trabajadora despedida 
habría sido incluida, con muy alta probabilidad, en el ERTE que llevó a cabo la empresa pocos 
días después, lo que supuso la privación de la posibilidad de acceso a medidas extraordinarias de 
protección.

El TSJ de Cataluña fijó la indemnización adicional en 3493,30 euros al entender que estos fueron 
los daños efectivamente probados: la prestación que hubiera percibido la trabajadora de haber 
sido incluida en el ERTE.

No ha sido esta la única sentencia en esta línea. Más recientemente, el TSJ de País Vasco también 
ha concedido una indemnización adicional. Se trata de la sentencia n.º 1040/2024 de 23 de abril 
(rec. 502/2024). El TSJ la justifica por las circunstancias particulares del caso: el trabajador tenía 
un contrato indefinido y, al recibir una oferta de trabajo de un ayuntamiento, la aceptó renun-
ciando a su empleo anterior. Un mes después, el ayuntamiento extinguió su contrato por haberse 
producido un “error en la contratación” y le abonó una indemnización de 493,49 euros. Ante este 
abuso en la contratación, el TSJ del País Vasco concede una indemnización adicional a la de despi-
do calculada sobre la base del lucro cesante. Esta ascendió a los salarios que el trabajador hubiera 
percibido en un año de trabajo.
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En los juzgados de lo social también se ha concedido, en ocasiones puntuales, este tipo de indem-
nización. Es el caso, por ejemplo, de la sentencia n.º 252/2023, de 20 de julio, del Juzgado de lo 
Social n.º 1 de Bilbao: un trabajador es despedido por la empresa tras solo un año de prestación 
de servicios. El Juzgado concluye que la extinción es abusiva debido a la “ausencia de prueba de 
toda causa disciplinaria”. En este caso, el Juzgado decide fijar la indemnización en atención al im-
porte que correspondería a la empresa en concepto de preaviso si el trabajador hubiera causado 
baja voluntaria, lo que evidencia la disparidad de criterios para cuantificar este tipo de indemni-
zaciones.

Dicho lo anterior, es abundante y mayoritaria la jurisprudencia de suplicación que ha rechazado 
en los últimos años la posibilidad de conceder indemnizaciones adicionales a la tasada legalmen-
te. A modo ilustrativo, el Tribunal Superior de Justicia de Madrid en su sentencia n.º 643/2023, 
de 19 de octubre (rec. 454/2023), o el Tribunal Superior de Justicia de Galicia en su sentencia n.º 
4130/2023, de 26 de septiembre (rec. 2317/2023), entre otras muchas resoluciones.

3.	 La STS de 16 de julio de 2025 y sus votos 
particulares: fin al debate jurisprudencial y doctrinal

Es en este contexto en el que se pronuncia el Tribunal Supremo. Si bien —como se ha avanzado— 
el Alto Tribunal ya se pronunció en diciembre de 2024 sobre esta materia denegando la posibili-
dad de incrementar la indemnización por despido en vía judicial, es con esta segunda sentencia 
con la que pretende dejar zanjado el debate.

En aquella sentencia de diciembre de 2024 el Tribunal Supremo resolvía la controversia plantea-
da en relación con la aplicabilidad directa del artículo 10 del Convenio n.º 158 de la OIT sobre lo 
dispuesto en el artículo 56 del ET, y concluía que no era posible que un órgano judicial, sobre esta 
base, pudiera fijar en sentencia una indemnización por despido improcedente “en un importe que 
no sea el que resulte de lo que dispone el art. 56.1 del Estatuto de los Trabajadores”. Sin embargo, no 
se pronunciaba sobre la aplicación de la Carta Social Europea (“CSE”), ya que no formaba parte 
del ordenamiento jurídico interno en el momento en el que tuvo lugar el cese impugnado.

En julio de 2025 el Tribunal Supremo se pronuncia por segunda vez sobre esta cuestión. Pese a 
que la fundamentación del recurso y la argumentación de ambas sentencias es diferente, la con-
clusión es idéntica: la indemnización legal por despido no puede ser superada y mejorada más allá 
de lo establecido por el legislador para el despido improcedente.

Pues bien, en la STS de 16 de julio de 2025 el debate casacional es más amplio. El Tribunal resuel-
ve sobre la base, principalmente, de dos fundamentos. Por un lado, sobre la aplicabilidad directa 
del artículo 24 de la CSE, ratificado por España, concluye que la CSE no es directamente aplicable 
por los órganos judiciales españoles, ya que no supera el control de convencionalidad. Por otro 
lado, manifiesta que las decisiones del Comité Europeo de Derechos Sociales (“CEDS”) no son 
vinculantes para los órganos judiciales españoles, cuestión relevante al tratarse de una institución 
que —como se analizará— ha concluido que la indemnización por despido improcedente en Es-
paña es insuficiente, en algunos casos, para reparar el daño real causado por el despido. 
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Se analizan a continuación con mayor detalle ambos argumentos.

3.1.	 Alcance del control de convencionalidad y aplicabilidad directa de la 
CSE por los órganos judiciales

Uno de los dos argumentos principales que desarrolla el Tribunal Supremo para sostener su deci-
sión es el alcance del control de convencionalidad y la naturaleza no vinculante de la CSE.

Debemos partir de la redacción del artículo 24 de la CSE, titulado “Derecho a protección en caso 
de despido”. Este precepto dispone:

“Para garantizar el ejercicio efectivo del derecho de los trabajadores a protección en caso de despido, 
las Partes se comprometen a reconocer: 

i.	 el derecho de todos los trabajadores a no ser despedidos sin que existan razones válidas 
para ello relacionadas con sus aptitudes o su conducta, o basadas en las necesidades de 
funcionamiento de la empresa, del establecimiento o del servicio;

ii.	 el derecho de los trabajadores despedidos sin razón válida a una indemnización adecuada o 
a otra reparación apropiada. 

A tal fin, las Partes se comprometen a garantizar que un trabajador que estime que se le ha despe-
dido sin una razón válida tenga derecho a recurrir ante un organismo imparcial”.

El Tribunal Supremo niega la aplicabilidad de esta disposición sobre la base de que la redacción 
no es la propia de una disposición vinculante para los órganos judiciales nacionales, sino un “pre-
cepto programático que no identifica elementos concretos para fijar un importe económico o de otro 
contenido que permita colmar la patente inconcreción de su literalidad, o de su extrema vaguedad”. 

El Tribunal Supremo ofrece dos argumentos adicionales que respaldan esta conclusión.

En primer lugar, el paralelismo con el artículo 10 del Convenio n.º 158 de la OIT. La Sala reitera su 
doctrina: los conceptos indemnización adecuada y otra reparación apropiada requieren concreción 
por la legislación interna para ser aplicables. En otras palabras, su amplitud impide que los jueces 
y magistrados puedan fijar una indemnización por despido diferente a la tasada legalmente. Ade-
más, el Tribunal Supremo entiende que el legislador ya realizó ese ejercicio de concreción en el 
propio artículo 56 del ET, estableciendo un sistema compatible con los estándares internacionales. 

En segundo lugar, el Tribunal Supremo hace referencia al artículo 24 de la Parte II del Anexo a la 
CSE, estipulación que prevé lo siguiente: “Se entiende que la indemnización o cualquier otra repa-
ración apropiada en caso de despido sin que medien razones válidas deberá ser fijada por las leyes 
o reglamentos nacionales, por los convenios colectivos o por cualquier otro procedimiento adecuado 
a las condiciones nacionales”. Tras ello, concluye que la CSE se está refiriendo en exclusiva al legis-
lador y a la negociación colectiva, y descarta que esta “indemnización adecuada” pueda ser fijada 
por los órganos judiciales.
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En consecuencia, para el Tribunal Supremo, el artículo 24 de la CSE no es una norma directamente 
aplicable con potestad para desplazar las previsiones del artículo 56 del ET a la hora de ser aplica-
da por los jueces y magistrados, ya que carece de la suficiente claridad y certeza, lo que provocaría 
inseguridad jurídica en su aplicación. 

3.2.	 Valor de las decisiones del CEDS

El segundo argumento fundamental se centra en el valor de las decisiones del CEDS y, en concreto, 
sobre su carácter vinculante para los Estados miembros.

Conviene partir de una noción mínima sobre la naturaleza del CEDS. Esta institución tiene como 
función principal determinar si la legislación nacional y las prácticas en los Estados miembros son 
o no conformes con la Carta Social Europea. En tal condición dicta decisiones que se elevan al 
Comité de Ministros del Consejo de Europa para que este adopte las correspondientes “Recomen-
daciones”.

En este marco, el CEDS emitió su Decisión n.º 207/2022 en el procedimiento de reclamación co-
lectiva iniciado por UGT contra España sobre la suficiencia de la indemnización por despido en 
el ordenamiento jurídico español. En esta Decisión, el CEDS concluye que la indemnización por 
despido en España no es lo suficientemente elevada para reparar el daño efectivo sufrido por la 
persona trabajadora en todos los casos. Lo anterior, entre otras razones, por no prever el reem-
bolso de los salarios de tramitación ni indemnizaciones proporcionales al daño real en atención a 
las circunstancias concurrentes.

En este contexto, el Tribunal Supremo concluye que las decisiones del CEDS no son directamente 
aplicables ni vinculantes para los órganos judiciales españoles. El Tribunal desarrolla que las de-
cisiones del CEDS se emiten a través de un procedimiento que no puede calificarse de judicial. Lo 
anterior por dos razones:

En primer lugar, porque no se da audiencia a todas las partes interesadas. En la Decisión n.º 
207/2022 fue el caso de la representación empresarial española, que no tuvo participación en el 
procedimiento, pese a ser sujeto interesado.

En segundo lugar, porque, aunque en la práctica es habitual que la recomendación del Comité 
de Ministros esté alineada con la decisión del CEDS, esta no es obligatoria para el Comité. En este 
sentido, el Tribunal Supremo señala que, a diferencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
(“TEDH”), el CEDS no es un tribunal y, como consecuencia, no existe ningún mecanismo jurídico 
para que sus recomendaciones sean obligatoriamente cumplidas por todos los poderes de los 
Estados miembros. Las decisiones del CEDS tienen como destinatario al Comité de Ministros del 
Consejo de Europa, sin llegar a ser vinculantes tampoco para este, ya que solo sirven de base para 
que el citado Comité adopte la recomendación que estime conveniente.

Por tanto, el Tribunal Supremo concluye que las decisiones del CEDS carecen de efectos vinculantes.
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En virtud de lo anterior, desestima el recurso de casación para la unificación de doctrina interpues-
to por la representación de la persona trabajadora y rechaza la posibilidad de conceder indemni-
zaciones superiores a la tasada en el ET.

3.3.	 Votos particulares

La solución ofrecida por el Tribunal Supremo no ha sido pacífica entre los magistrados del Tri-
bunal Supremo. Se han dictado dos votos particulares a esta sentencia. El primero de ellos por el 
magistrado D. Félix Vicente Azón, y el segundo, de forma conjunta por D.ª Isabel Olmo Parés y D. 
Rafael López Parada.

El voto particular de D. Félix Vicente Azón, tras afirmar que no se cumplía el requisito de contra-
dicción para que el recurso fuera admitido, entra brevemente en el fondo del asunto para indicar 
que en el ordenamiento laboral actual ya existen mecanismos para conceder una indemnización 
adicional a la tasada por despido. Para ello, hace referencia al “derecho de daños que se regula en 
el artículo 1.101 y siguientes del Código Civil”.

No obstante, es el segundo voto particular, emitido por D.ª Isabel Olmo Parés y D. Rafael López 
Parada, el que más interés suscita tanto por su conclusión como por su fundamentación jurídica. 
Se analiza brevemente a continuación.

En relación con el carácter obligatorio de la CSE, los mencionados magistrados entienden que la 
condición para que el contenido de un tratado internacional se integre en el ordenamiento jurídi-
co interno es que sea una “norma jurídica”, de acuerdo con el artículo 1.5 del Código Civil. 

Para responder a esta idea valoran diferentes elementos: (i) contenido y estructura típica de una 
norma jurídica, es decir, un supuesto de hecho (el despido sin causa válida) y una consecuencia (el 
reconocimiento de un derecho obligacional cuyo titular acreedor es el trabajador despedido, y el 
deudor el empresario que le despide); (ii) la propia CSE distingue entre la Parte I, una declaración 
de objetivos sin valor normativo, y la Parte II, integrada por artículos de “naturaleza obligatoria”, 
en la que se encuentra el cuestionado artículo 24. 

Sobre la falta de concreción que el Tribunal Supremo le imputa en la sentencia a esta disposición, 
los magistrados explican que “el uso de conceptos jurídicos indeterminados no excluye la naturaleza 
normativa del precepto ni su aplicación por los órganos judiciales”, ya que, de aceptar esta tesis, 
nos encontraríamos con que la mayor parte del ordenamiento jurídico sería inaplicable (incluida 
—afirman los magistrados— “una parte sustancial de la Constitución”).

En este sentido, la obligación de quien interpreta la norma “es decidir si un determinado supuesto 
concreto se encuentra comprendido o no dentro del concepto jurídico, dando una respuesta positiva 
(que dispara la aplicación de la consecuencia prevista en la norma) o no”.

Lo que no cabe —concluye el voto particular— es afirmar que la indemnización por despido, al 
estar fijada por el legislador, constituye una indemnización adecuada independientemente del im-
porte que se abone en cada caso. De aceptar esta idea, sería una indemnización adecuada la de 45 
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días por año vigente hasta 2012, la de 33 días fijada a partir de aquella norma y toda indemniza-
ción que decida adoptar el legislador. Todo lo anterior —continúa el voto particular— provocaría 
que el artículo 24 de la CSE quede vacío de contenido.

En relación con la naturaleza vinculante de las decisiones del CEDS, si bien el voto particular de 
los magistrados D.ª Isabel Olmo Parés y D. Rafael López Parada coincide con la conclusión de la 
mayoría en que no son vinculantes de forma directa, lo hace mediante fundamentos jurídicos di-
ferentes a los de la sentencia que merecen unas breves líneas en este artículo.

El voto particular indica que ciertamente existen diferencias entre el efecto vinculante de las de-
cisiones del CEDS y las del TEDH. Sin embargo, tienen algo en común: no producen efectos ju-
rídicos ad extra, es decir, no pueden vincular de forma directa a los órganos judiciales de los 
Estados miembros. En este contexto, si a las sentencias del TEDH se les ha conferido en España 
valor directamente vinculante ha sido por decisión expresa del legislador y no por una obligación 
derivada del Convenio Europeo de Derechos Humanos. Este no es el caso para las decisiones del 
CEDS, que no cuentan con los correspondientes mecanismos para concederles eficacia directa en 
su aplicación.

Adicionalmente a ello, el voto particular ofrece otros dos argumentos para reforzar esta conclu-
sión. 

En primer lugar, la CSE se ha ratificado en virtud del artículo 94.1 de la Constitución española 
(“CE”) y no del artículo 93. Esta distinción es relevante, ya que el artículo 93 es el precepto que 
permite la cesión o transferencia de competencias derivadas de la CE a organizaciones o institu-
ciones internacionales. El artículo 94.1 de la CE no llega tan lejos. Aunque autoriza la prestación 
del consentimiento del Estado para obligarse por medio de tratados internacionales, ello no lleva 
aparejada transferencia de potestades soberanas. En otras palabras, no es posible interpretar que 
tratados internacionales amparados en el artículo 94 pueden atribuir a un órgano institucional 
de una organización internacional la facultad de dictar resoluciones directamente aplicables en 
España. Esto sería —a juicio de los magistrados disidentes— contrario a la CE.

En segundo lugar, incluso en el caso de que se hubiera amparado en el artículo 93 de la CE, la 
decisión de otorgarle carácter vinculante a las decisiones del CEDS podría ser contraria al derecho 
de la Unión Europea (“UE”). La jurisprudencia europea ha establecido que, cuando un tratado in-
ternacional incluye un sistema de solución de controversias que afecta a materias reguladas por el 
derecho de la UE, este puede ser incompatible con el artículo 344 del Tratado de Funcionamiento 
de la Unión Europea en dos situaciones: (i) si no garantiza la posibilidad de elevar una cuestión 
prejudicial ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (“TJUE”); y (ii) si no asegura la primacía 
del derecho de la UE. 

En el presente caso, se trata de una materia (la protección frente al despido) integrada en un 
ámbito sobre el que la UE tiene competencias y de un procedimiento que no incluye mecanismos 
para elevar cuestiones ante el TJUE ni impone al CEDS la obligación de garantizar la primacía del 
derecho comunitario. Todo esto lleva al voto particular a concluir —como se avanzaba— que las 
decisiones del CEDS no son jurídicamente vinculantes para los órganos judiciales.
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Los magistrados D.ª Isabel Olmo Parés y D. Rafael López Parada finalizan su argumentación va-
lorando la decisión de la mayoría como una “oportunidad perdida” que impide que el Tribunal 
Supremo pueda “delimitar supuestos y consecuencias, corrigiendo al menos las desviaciones más 
significativas [con respecto al daño real causado por el despido] y confiando para ello en los órga-
nos judiciales sociales al concederles la facultad de valorar las circunstancias específicas de determi-
nados casos, que es lo propio de la función judicial”.

4.	 Cuestiones de interés a determinar: vías abiertas 
para reconocer una indemnización adicional

Una vez que se ha pronunciado el Tribunal Supremo sobre la cuestión objeto del presente artículo, 
la siguiente pregunta que puede surgirle al lector es la siguiente: ¿ha quedado definitivamente 
zanjado el debate sobre la indemnización adicional?

La respuesta parece ser afirmativa. 

El Tribunal Supremo ha vuelto a manifestarse en la misma línea en su sentencia n.º 1131/2025, 
de 26 de noviembre (rec. 4704/2024); y, en el mismo sentido se han pronunciado varios tri-
bunales superiores de justicia sobre asuntos similares, que han adoptado la posición defendida 
por el Tribunal Supremo (por ejemplo, el Tribunal Superior de Justicia de Madrid en sus senten-
cias n.º 707/2025 de 23 de octubre —rec. 440/2025— o n.º 913/2025 de 24 de octubre —rec. 
638/2025—). Es previsible, por tanto, que esta siga siendo la tónica general entre los distintos 
órganos judiciales. 

Incluso el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, que inició la doctrina jurisprudencial que 
abrió la posibilidad de conceder estas indemnizaciones, ha adoptado la posición mayoritaria de la 
Sala Cuarta del Tribunal Supremo en su reciente sentencia n.º 5407/2025, de 21 de octubre (rec. 
1622/2025): “Compartamos o no esta doctrina, hemos de estar a sus pronunciamientos”.

Por tanto, parece claro que en el ámbito judicial este debate ha quedado definitivamente cerrado. 

Sin embargo, el hecho de que judicialmente esta controversia no parezca tener mayor recorrido 
no significa que sea una cuestión cerrada en todos los ámbitos. Como reconoce el propio Tribunal 
Supremo en la STS de 16 de julio de 2025, España está incumpliendo con la normativa europea en 
materia de despido. El CEDS lo afirma claramente en la ya mencionada decisión correspondiente 
a la reclamación n.º 207/2022:

“El Comité considera que los límites máximos fijados por la legislación española no son lo suficiente-
mente elevados para reparar el daño sufrido por la víctima en todos los casos y ser disuasorios para 
el empleador (…). Por lo tanto, el Comité sostiene que existe una violación del Artículo 24.b de la 
Carta”.
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Esto supone que, si el Estado quiere evitar posibles multas, y asumiendo que el Poder Judicial no 
va a enmendar este problema, sea el Poder Legislativo quien deba asumir la responsabilidad para 
hacer las modificaciones correspondientes.

A pesar de que hasta el momento no parece que esta sea una de las prioridades del legislador, se 
presentan varias opciones para adaptar la legislación de conformidad con la normativa europea. 
Se analizan a continuación.

Hoy en día, como se analizó en el primer epígrafe del presente artículo, las indemnizaciones por 
despido improcedente están tasadas, y esto para las personas trabajadoras tiene aspectos tanto 
positivos (no tienen la carga de justificar y acreditar el daño derivado del despido) como negativos 
(en ocasiones la indemnización correspondiente no compensa la realidad del daño sufrido).

Para alinear este sistema a las exigencias del CEDS se presentan varias alternativas:

i.	 Pasar a un sistema mediante el que la indemnización se fije caso por caso en atención 
al daño real causado: si bien es una opción que repararía el daño real causado por la 
extinción, no parece ser una alternativa viable. Además de suponer un cambio radical 
con respecto a la regulación actual, supondría una enorme carga sobre las personas tra-
bajadoras, así como obstáculos adicionales para llegar a acuerdos en las conciliaciones 
administrativas previas. 

ii.	 Incrementar la indemnización legal: volver a una mayor indemnización por despido tasa-
da, como ya ocurría antes de la reforma de 2012 puede ser una opción factible. No obs-
tante, esta alternativa no está exenta de inconvenientes. Por ejemplo, no es claro cuánto 
tendría que aumentar la indemnización tasada para reparar suficientemente el daño real 
en todos los casos. Es decir, seguirían existiendo casos en los que la indemnización tasada 
no fuera suficiente para compensar el perjuicio efectivo causado por el despido, especial-
mente si se mantiene la base de cálculo en atención a la antigüedad. 

iii.	 Sistema mixto: se trataría de mantener la indemnización legal en los 33 días con un máxi-
mo de 24 mensualidades, con la posibilidad de que la persona trabajadora reclamara, 
cuando fuera oportuno, un importe mayor debidamente acreditado. Sería una solución 
similar a la adoptada, por ejemplo, en relación con las indemnizaciones en supuestos de 
vulneración de derechos fundamentales en el marco de la relación laboral.

Si bien la última alternativa no presenta inconvenientes tan manifiestos como los mencionados 
en los puntos (i) y (ii) del presente epígrafe, tampoco es perfecta. El principal problema que se 
derivaría de una solución de este estilo es que generaría una gran cantidad de reclamaciones por 
parte de las personas trabajadoras. Es difícil imaginar que una persona que ha sido despedida no 
pretenda emplear todos los medios a su disposición para reclamar una indemnización más alta a 
la tasada. Desde una perspectiva práctica, esto puede suponer que se llegue a menos acuerdos en 
los actos de conciliación y se judicialicen más asuntos (lo que provocaría, inevitablemente, mayor 
saturación de los juzgados y tribunales).
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Aunque ninguna solución es plenamente satisfactoria, tras la posición adoptada por el Poder Ju-
dicial, recae sobre el legislador español la responsabilidad de regular esta materia si se pretende 
que España cumpla con las obligaciones internacionales asumidas.

5.	Conclusión

Todo lo expuesto nos permite extraer varias conclusiones sobre la situación jurisprudencial y doc-
trinal de la llamada indemnización adicional en despidos improcedentes:

i.	 Hasta la STS de 16 de julio de 2025, tanto los juzgados de lo social como los tribunales 
superiores de justicia habían mantenido posiciones dispares sobre la posibilidad de au-
mentar la indemnización por despido en supuestos especialmente perjudiciales para la 
persona trabajadora. No obstante, este debate jurisprudencial ha llegado a su fin tras las 
dos sentencias del Tribunal Supremo que resuelven la controversia suscitada.

ii.	 La STS de 16 de julio de 2025 cierra definitivamente la cuestión, por lo menos en el ámbi-
to judicial. Desde entonces, tanto el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña como el de 
Madrid se han pronunciado en sintonía con la doctrina del Tribunal Supremo. Se descarta, 
por tanto, que el incumplimiento de España en materia de suficiencia de la indemnización 
por despido se vaya a solventar por los órganos judiciales. 

iii.	 En línea con lo anterior, todo indica que deberá ser el Poder Legislativo el que, mediante 
las modificaciones legales correspondientes, adecúe la configuración legal de las indemni-
zaciones por despido improcedente a las exigencias europeas. 


